
ARTICULO 46. TRAMITE DEL REAJUSTE O LA INTEGRACION. Una vez se apruebe el
proyecto de reajuste o de integración inmobiliaria, se otorgará la escritura pública de reajuste de
tierras o integración inmobiliaria, en la cual se indicarán cada uno los partícipes de la actuación,
los terrenos e inmuebles aportados y su englobe. A continuación se señalarán las cesiones
urbanísticas gratuitas y el nuevo loteo, de conformidad con el proyecto de urbanización, y
finalmente se describirán las restituciones de los aportes en nuevos lotes, señalando su valor y la
correspondencia con el predio aportado. Esta escritura pública será registrada en el folio de
matrícula inmobiliaria de cada uno de los predios e inmuebles aportados, los cuales se
subrogarán, con plena eficacia real, en los predios e inmuebles restituidos.

Los lotes adjudicados quedarán afectados al cumplimiento de las cargas y al pago de los gastos
de urbanización correspondientes al desarrollo de la unidad de actuación.

Una vez recibidas las obras de urbanización correspondientes, la edificación de los lotes
adjudicados podrá ser adelantada en forma independiente por sus propietarios, previa la
obtención de la licencia de construcción respectiva.

ARTICULO 47. COOPERACION ENTRE PARTICIPES. Cuando para el desarrollo de una
unidad de actuación urbanística no se requiera una nueva configuración predial de su superficie y
las cargas y beneficios de su desarrollo puedan ser repartidos en forma equitativa entre sus
propietarios, la ejecución podrá adelantarse a través de sistemas de cooperación entre los
partícipes, siempre y cuando se garantice la cesión de los terrenos y el costeo de las obras de
urbanización correspondientes, de conformidad con lo definido en el plan parcial, todo lo cual
requerirá la previa aprobación de las autoridades de planeación.

La distribución equitativa de las cargas y beneficios se podrá realizar mediante compensaciones
en dinero, intensidades de uso en proporción a las cesiones y participación en las demás cargas o
transferencias de derechos de desarrollo y construcción, según lo determine el plan parcial
correspondiente.

Los propietarios de los predios que conforman la unidad de actuación urbanística deberán
constituir una entidad gestora que garantice el desarrollo conjunto de la unidad. En todo caso los
predios que la conforman estarán afectados al cumplimiento de las cargas y al pago de los gastos
de urbanización en los términos establecidos en la presente ley.

ARTICULO 48. COMPENSACION EN TRATAMIENTOS DE CONSERVACION. Los
propietarios de terrenos e inmuebles determinados en los planes de ordenamiento territorial o en
los instrumentos que los desarrollen como de conservación histórica, arquitectónica o ambiental,
deberán ser compensados por esta carga derivada del ordenamiento, mediante la aplicación de
compensaciones económicas, transferencias de derechos de construcción y desarrollo, beneficios
y estímulos tributarios u otros sistemas que se reglamenten.

ARTICULO 49. FONDOS DE COMPENSACION. Como mecanismo para asegurar el
reparto equitativo de las cargas y beneficios generados en el ordenamiento urbano, y para
garantizar el pago de compensaciones en razón de cargas urbanísticas de conservación, las
administraciones municipales y distritales podrán constituir fondos, los cuales podrán ser
administrados mediante encargos fiduciarios.



ARTICULO 50. INDICES DE EDIFICABILIDAD. Los planes de ordenamiento o los planes
parciales que los desarrollen podrán determinar los índices de edificabilidad relacionados con los
inmuebles que formen parte de unidades de actuación o localizados en determinadas áreas o
zonas del suelo urbano, para su convertibilidad en derechos de construcción y desarrollo.

PARAGRAFO. Confiérense facultades extraordinarias al Presidente de la República, por el
término de seis (6) meses contados a partir de la vigencia de esta ley, para que dicte reglas
relativas a los mecanismos que hagan viable la compensación mediante la transferencia de
construcción y desarrollo.

ARTICULO 51. URBANIZACION EN SUELO DE EXPANSION. La adecuación de
terrenos en suelo de expansión que no formen parte de unidades de actuación, con infraestructura
para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos colectivos, podrá ser
realizada por las entidades públicas competentes o por los propietarios correspondientes, según
las previsiones de los planes de ordenamiento, pero en todo caso serán a cargo de sus
propietarios las cesiones gratuitas y las obras de infraestructura previstas en el primer inciso del
parágrafo del artículo 39 de la presente ley.

Los planes de ordenamiento y los instrumentos que los desarrollen podrán determinar que las
inversiones públicas realizadas mediante la ejecución de infraestructuras para la adecuación de
las áreas de expansión, sean recuperadas a través de la aplicación de los instrumentos tales como
la valorización, participación en plusvalía o compensaciones.

CAPITULO VI.

DESARROLLO Y CONSTRUCCION PRIORITARIA

ARTICULO 52. DESARROLLO Y CONSTRUCCION PRIORITARIA. <Artículo corregido
mediante FE DE ERRATAS contenida en el Diario Oficial No. 43.127 del 12 de septiembre de
1997, el texto corregido es el siguiente:>

A partir de la fecha de vigencia de esta ley, habrá lugar a la iniciación del proceso de enajenación
forzosa en pública subasta, por incumplimiento de la función social de la propiedad sobre:

1. Los terrenos localizados en suelo de expansión, de propiedad pública o privada, declarados
como de desarrollo prioritario, que no se urbanicen dentro de los tres (3) años siguientes a su
declaratoria.

2. Los terrenos urbanizables no urbanizados localizados en suelo urbano, de propiedad pública o
privada, declarados como de desarrollo prioritario, que no se urbanicen dentro de los dos (2)
años siguientes a su declaratoria.

3. Los terrenos o inmuebles urbanizados sin construir, localizados en suelo urbano, de propiedad
pública o privada, declarados como de construcción prioritaria, que no se construyan dentro de
los dos años siguientes a su declaratoria.

4. <Numeral adicionado por el artículo 64 de la Ley 1537 de 2012. El nuevo texto es el
siguiente:> Las edificaciones que sean de propiedad pública municipal o distrital o de propiedad
privada abandonadas, subutilizadas o no utilizadas en más de un 60% de su área construida



cubierta que no sean habilitadas y destinadas a usos lícitos, según lo previsto en el plan de
ordenamiento territorial o los instrumentos que lo desarrollen y complementen, dentro de los
dieciocho meses, contados a partir de su declaratoria, de acuerdo con los estudios técnicos,
sociales y legales que realice la entidad encargada por el alcalde municipal o distrital.

Notas de Vigencia

- Numeral adicionado por el artículo 64 de la Ley 1537 de 2012, 'por la cual se dictan normas
tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda y se dictan
otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 48.467 de 20 de junio de 2012.

Lo anterior sin perjuicio de que tales inmuebles pueden ser objeto de los procesos de enajenación
voluntaria y expropiación de que trata la presente ley.

PARAGRAFO. La declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria estará contenida en el
programa de ejecución, de conformidad con las estrategias, directrices y parámetros previstos en
el plan de ordenamiento territorial, de acuerdo con los objetivos establecidos en el plan para el
logro de su cumplimiento. En todo caso esta declaratoria podrá preverse directamente en el
contenido del plan de ordenamiento.

Notas de Vigencia

- Artículo corregido mediante FE DE ERRATAS publicada en el Diario Oficial No. 43.127
del 12 de septiembre de 1997.

Legislación anterior

Texto original publicado en el Diario Oficial No. 43.091, del 24 de julio de 1997:

ARTICULO 52. DESARROLLO Y CONSTRUCCION PRIORITARIA. A partir de la fecha
de vigencia de esta ley, habrá lugar a la iniciación del proceso de enajenación forzosa en
pública subasta, por incumplimiento de la función social de la propiedad sobre:

1. Los terrenos localizados en suelo de expansión, de propiedad pública o privada, declarados
como de desarrollo prioritario, que no se urbanicen dentro de los tres (3) años siguientes a su
declaratoria.

2. Los terrenos urbanizables no urbanizados localizados en suelo urbano, de propiedad
pública o privada, declarados como de desarrollo prioritario, que no se urbanicen dentro de
los dos (2) años siguientes a su declaratoria.

3. Los terrenos o inmuebles urbanizados sin construir, localizados en suelo urbano, de
propiedad pública o privada, declarados como de construcción prioritaria, que no se
construyan dentro del año siguiente a su declaratoria.

'Lo anterior sin perjuicio de que tales inmuebles pueden ser objeto de los procesos de
enajenación voluntaria y expropiación de que trata la presente ley'.

PARAGRAFO. La declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria estará contenida en el
programa de ejecución, de conformidad con las estrategias, directrices y parámetros previstos
en el plan de ordenamiento territorial, de acuerdo con los objetivos establecidos en el plan
para el logro de su cumplimiento. En todo caso esta declaratoria podrá preverse directamente



en el contenido del plan de ordenamiento.

ARTICULO 53. DESARROLLO Y CONSTRUCCION PRIORITARIA EN UNIDADES DE
ACTUACION URBANISTICA. En los casos en que la declaratoria de desarrollo o construcción
prioritaria se refiera a terrenos o inmuebles que conforman unidades de actuación urbanística, los
plazos establecidos en el artículo anterior se incrementarán en un cincuenta por ciento (50%). En
los mismos eventos la enajenación forzosa se referirá a la totalidad de los inmuebles que
conforman la unidad de actuación que no se hubieren desarrollado.

ARTICULO 54. PRORROGAS. La iniciación del proceso de enajenación forzosa procederá
cuando las obras de urbanización o construcción, según sea el caso, no se inicien dentro del
término señalado, y se referirá únicamente a la parte no urbanizada o construida.

Los términos de que tratan los artículos anteriores empezarán a contarse a partir de la fecha de
promulgación del Acuerdo que aprueba el plan de ordenamiento territorial o el programa de
ejecución, según sea el caso, que declara el terreno o inmueble como de desarrollo o
construcción prioritarios y podrá prorrogarse hasta por un cincuenta por ciento (50%), siempre y
cuando las obras realizadas representen por lo menos el cincuenta por ciento (50%) de la
urbanización o construcción. La prórroga deberá solicitarse al alcalde municipal o distrital, antes
del vencimiento del plazo, y no se procederá a la iniciación del proceso de enajenación forzosa
mientras la autoridad no decida sobre la solicitud.

Cuando existieren dificultades generales de financiación o de mercado, determinadas por el
Gobierno Nacional, los propietarios podrán solicitar al alcalde prórroga del plazo concedido para
cumplir con lo establecido en el artículo 52 de la presente ley. En ningún caso dichas prórrogas
sucesivas podrán exceder los dieciocho (18) meses.

ARTICULO 55. INICIACION DEL PROCESO DE ENAJENACION FORZOSA.
Corresponderá al alcalde municipal o distrital, mediante resolución motivada, ordenar la
enajenación forzosa de los inmuebles que no cumplan su función social en los términos aquí
previstos. En dicha resolución se especificará el uso o destino que deba darse al inmueble en lo
sucesivo, de conformidad con lo establecido en el plan de ordenamiento y normas urbanísticas
que lo desarrollen.

La resolución que ordene la enajenación forzosa se notificará de conformidad con lo establecido
en el Código Contencioso Administrativo.

Contra la resolución que declare la enajenación forzosa sólo procederá, por la vía gubernativa, el
recurso de reposición, que deberá interponerse dentro de los quince (15) días siguientes a la
fecha de la notificación. Transcurrido el término de dos meses, contados a partir de la fecha de la
interposición del recurso de reposición contra esta resolución sin que se hubiere resuelto dicho
recurso, éste se entenderá negado y la autoridad competente no podrá resolverlo, sin perjuicio de
las sanciones disciplinarias y judiciales a que hubiere lugar.

Una vez en firme el acto administrativo que ordena la enajenación forzosa se inscribirá en el
folio de matrícula inmobiliaria de los terrenos e inmuebles correspondientes. Los inmuebles así
afectados quedarán fuera del comercio a partir de la fecha de inscripción y mientras subsista,
ninguna autoridad podrá otorgar licencias urbanísticas.



La situación de enajenación forzosa se consignará en los certificados de libertad y tradición de
los inmuebles objeto de dicho proceso.

ARTICULO 56. PROCEDIMIENTO PARA LA ENAJENACION FORZOSA. Una vez se
produzca la inscripción prevista en el artículo anterior, corresponderá a la administración
municipal o distrital, dentro de los tres (3) meses siguientes, someter los terrenos e inmuebles
respectivos a enajenación forzosa mediante el procedimiento de pública subasta, cuya
convocatoria incluirá por lo menos los siguientes aspectos:

1. La determinación del plazo para la urbanización o edificación, según el caso, el cual no podrá
ser superior al previsto en la presente ley para el propietario inicial.

2. La especificación de que el terreno objeto de la transacción tiene la declaratoria de desarrollo o
construcción prioritaria.

3. El precio de base de la enajenación, que no podrá ser inferior al setenta por ciento (70%) del
avalúo comercial del inmueble definido por peritos inscritos en la lonja de propiedad raíz u otras
entidades especializadas.

Si en la subasta convocada al efecto no se presentaren posturas admisibles, se citará para una
segunda subasta, en la cual será postura admisible la oferta que iguale al 70% del avalúo
catastral.

Si en la segunda subasta no se presentaren ofertas admisibles, el municipio o distrito iniciará los
trámites de la expropiación administrativa de los correspondientes inmuebles, cuyo precio
indemnizatorio será igual al 70% de dicho avalúo catastral, pagado en los términos previstos en
el artículo 67 de la presente ley.

PARAGRAFO 1o. Al precio de la subasta se le descontarán los gastos de administración
correspondientes en que incurra el municipio o distrito respectivo y la totalidad de la plusvalía
generadas desde el momento de declaratoria de desarrollo y construcción prioritario.

PARAGRAFO 2o. El procedimiento de la pública subasta se sujetará a las normas establecidas
en los artículos 525 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

ARTICULO 57. INCUMPLIMIENTO DE LA FUNCION SOCIAL POR PARTE DEL
COMPRADOR. El incumplimiento por parte del adquirente en el desarrollo o la construcción de
los terrenos o inmuebles adquiridos mediante la pública subasta, dará lugar a la iniciación del
proceso de expropiación por vía administrativa por parte del municipio o distrito. En este caso el
precio indemnizatorio no podrá ser superior al monto pagado por el adquirente en la pública
subasta, actualizado según el índice de precios al consumidor y la forma de pago será a plazo con
una cuota inicial del cuarenta por ciento (40%) y el saldo en ocho (8) contados anuales y
sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año después de la fecha de entrega del inmueble.

Sobre los saldos se reconocerá un interés ajustable equivalente al ochenta por ciento (80%) del
incremento porcentual del índice nacional de precios al consumidor para empleados certificado
por el DANE para los seis meses inmediatamente anteriores a cada vencimiento, pagadero por
semestre vencido.

CAPITULO VII.



ADQUISICION DE INMUEBLES POR ENAJENACION VOLUNTARIA Y EXPROPIACION
JUDICIAL

ARTICULO 58. MOTIVOS DE UTILIDAD PUBLICA. <Ver modificaciones a este artículo
directamente en la Ley 9 de 1989> El artículo 10 de la Ley 9ª de 1989, quedará así:

"Para efectos de decretar su expropiación y además de los motivos determinados en otras leyes
vigentes se declara de utilidad pública o interés social la adquisición de inmuebles para
destinarlos a los siguientes fines:

a) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los sectores de la salud,
educación, recreación, centrales de abasto y seguridad ciudadana;

b) Desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, incluyendo los de legalización de títulos
en urbanizaciones de hecho o ilegales diferentes a las contempladas en el artículo 53 de la Ley 9ª
de 1989, la rehabilitación de inquilinatos y la reubicación de asentamientos humanos ubicados en
sectores de alto riesgo;

c) Ejecución de programas y proyectos de renovación urbana y provisión de espacios públicos
urbanos;

d) Ejecución de proyectos de producción, ampliación, abastecimiento y distribución de servicios
públicos domiciliarios;

e) Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo;

f) Ejecución de proyectos de ornato, turismo y deportes;

g) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades públicas, con excepción de las
empresas industriales y comerciales del Estado y las de las sociedades de economía mixta,
siempre y cuando su localización y la consideración de utilidad pública estén claramente
determinados en los planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen;

h) Preservación del patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional y local, incluidos
el paisajístico, ambiental, histórico y arquitectónico;

i) Constitución de zonas de reserva para la expansión futura de las ciudades;

j) Constitución de zonas de reserva para la protección del medio ambiente y los recursos
hídricos;

k) Ejecución de proyectos de urbanización y de construcción prioritarios en los términos
previstos en los planes de ordenamiento, de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley;

l) Ejecución de proyectos de urbanización, redesarrollo y renovación urbana a través de la
modalidad de unidades de actuación, mediante los instrumentos de reajuste de tierras,
integración inmobiliaria, cooperación o los demás sistemas previstos en esta ley;

m) El traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes."

ARTICULO 59. ENTIDADES COMPETENTES. El artículo 11 de la Ley 9ª de 1989,



quedará así:

"Además de lo dispuesto en otras leyes vigentes, la Nación, las entidades territoriales, las áreas
metropolitanas y asociaciones de municipios podrán adquirir por enajenación voluntaria o
decretar la expropiación de inmuebles para desarrollar las actividades previstas en el artículo 10
de la Ley 9ª de 1989. Los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del
Estado y las sociedades de economía mixta asimiladas a las anteriores, de los órdenes nacional,
departamental y municipal, que estén expresamente facultadas por sus propios estatutos para
desarrollar alguna o algunas de las actividades previstas en el artículo 10 de dicha ley, también
podrán adquirir o decretar la expropiación de inmuebles para el desarrollo de dichas
actividades."

ARTICULO 60. CONFORMIDAD DE LA EXPROPIACION CON LOS PLANES DE
ORDENAMIENTO TERRITORIAL. El artículo 12 de la Ley 9ª de 1989, quedará así:

"Toda adquisición o expropiación de inmuebles que se realice en desarrollo de la presente ley se
efectuará de conformidad con los objetivos y usos del suelo establecidos en los planes de
ordenamiento territorial.

Las adquisiciones promovidas por las entidades del nivel nacional, departamental o
metropolitano deberán estar en consonancia con los objetivos, programas y proyectos definidos
en los planes de desarrollo correspondientes.

Las disposiciones de los incisos anteriores no serán aplicables, de manera excepcional, cuando la
expropiación sea necesaria para conjurar una emergencia imprevista, la cual deberá en todo caso
calificarse de manera similar a la establecida para la declaración de urgencia en la expropiación
por vía administrativa."

ARTICULO 61. MODIFICACIONES AL PROCEDIMIENTO DE ENAJENACION
VOLUNTARIA. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de enajenación
voluntaria regulado por la Ley 9a. de 1989:

Notas del Editor

- El artículo 198 de la Ley 136 de 1994 establece el plazo improrrogable de que dispone el
Instituto Geográfico 'Agustín Codazzi', IGAC, para los efectos establecidos en el artículo 15
de la Ley 9a. de 1989

El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico
Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos en las
lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-ley 2150 de 1995,
de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario
especial que sobre avalúos expida el gobierno. El valor comercial se determinará teniendo en
cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de
compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica.

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este inciso, en cuanto a ejecución y/o
desarrollo de proyectos de infraestructura del transporte, debe tenerse en cuenta lo dispuesto
por el artículo 37 de la Ley 1682 de 2013, 'por la cual se adoptan medidas y disposiciones
para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias',
publicada en el Diario Oficial No. 48.982 de 22 de noviembre de 2013.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

'ARTÍCULO 37. El precio de adquisición será igual al valor comercial, determinado por el
Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), la entidad que cumpla sus funciones, o por
peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado
por el Decreto-ley número 2150 de 1995 y de conformidad con las normas, métodos,
parámetros, criterios y procedimientos que sean fijados por el Instituto Geográfico Agustín
Codazzi (IGAC).

El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística
municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a
adquirir, su destinación económica, el daño emergente y el lucro cesante.

El daño emergente incluirá el valor del inmueble y el lucro cesante se calculará según los
rendimientos reales del inmueble al momento de la adquisición y hasta por un término de seis
(6) meses.'

La forma de pago del precio de adquisición podrá ser en dinero o en especie, en títulos valores,
derechos de construcción y desarrollo, derechos de participación en el proyecto a desarrollar o
permuta.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel
José Cepeda Espinosa. Con respecto a los apartes subrayados,  la Corte Constitucional se
declaró INHIBIDA de fallar por ineptitud de la demanda.

Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente ley se acepte la concurrencia de terceros
en la ejecución de proyectos, los recursos para el pago del precio podrán provenir de su
participación.

La comunicación del acto por medio del cual se hace la oferta de compra se hará con sujeción a
las reglas del Código Contencioso Administrativo y no dará lugar a recursos en vía gubernativa.

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) días hábiles
después de la comunicación de la oferta de compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la
enajenación voluntaria, contenido en un contrato de promesa de compraventa.

No obstante lo anterior, durante el proceso de expropiación y siempre y cuando no se haya
dictado sentencia definitiva, será posible que el propietario y la administración lleguen a un



acuerdo para la enajenación voluntaria, caso en el cual se pondrá fin al proceso.

Los inmuebles adquiridos podrán ser desarrollados directamente por la entidad adquirente o por
un tercero, siempre y cuando la primera haya establecido un contrato o convenio respectivo que
garantice la utilización de los inmuebles para el propósito que fueron adquiridos.

PARAGRAFO 1o. Al valor comercial al que se refiere el presente artículo, se le descontará el
monto correspondiente a la plusvalía o mayor valor generado por el anuncio del proyecto u obra
que constituye el motivo de utilidad pública para la adquisición, salvo el caso en que el
propietario hubiere pagado la participación en plusvalía o la contribución de valorización, según
sea del caso.

PARAGRAFO 2o. Para todos los efectos de que trata la presente ley el Gobierno Nacional
expedirá un reglamento donde se precisarán los parámetros y criterios que deberán observarse
para la determinación de los valores comerciales basándose en factores tales como la destinación
económica de los inmuebles en la zona geoeconómica homogénea, localización, características y
usos del inmueble, factibilidad de prestación de servicios públicos, vialidad y transporte.

PARÁGRAFO 3o. <Parágrafo adicionado por el artículo 63 de la Ley 1537 de 2012. El nuevo
texto es el siguiente:> Los ingresos obtenidos por la venta de inmuebles por medio del
procedimiento de enajenación voluntaria descritos en el presente artículo no constituyen renta ni
ganancia ocasional.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 63 de la Ley 1537 de 2012, 'por la cual se dictan
normas tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 48.467 de 20 de junio de 2012.

ARTÍCULO 61-A. CONDICIONES PARA LA CONCURRENCIA DE TERCEROS.
<Artículo adicionado por el artículo 122 de la Ley 1450 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:>
Para efectos de la adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria y expropiación judicial y
administrativa de que trata la Ley 388 de 1997, los recursos para el pago del precio de
adquisición o precio indemnizatorio de los inmuebles pueden provenir de terceros, cuando el
motivo de utilidad pública e interés social que se invoque corresponda a los literales c) o l) del
artículo 58 de la presente ley o al artículo 8o del Decreto 4821 de 2010, y se trate de actuaciones
desarrolladas directamente por particulares o mediante formas mixtas de asociación entre el
sector público y el sector privado para la ejecución de:

a) Programas y proyectos de renovación urbana, de conformidad con los objetivos y usos del
suelo establecidos en los planes de ordenamiento territorial;

b) Unidades de actuación urbanística, conforme lo previsto en el artículo 44 de esta ley;

c) Actuaciones urbanas integrales formuladas de acuerdo con las directrices de las políticas y
estrategias del respectivo plan de ordenamiento territorial, según lo previsto en los artículos 113
y siguientes de la Ley 388 de 1997;

d) Macroproyectos de Interés Social Nacional (MISN) que se encuentren en curso de acuerdo
con la Sentencia C-149 de 2010, y



e) Proyectos Integrales de Desarrollo Urbano (PIDU).

Los programas y/o proyectos desarrollados en función de las actuaciones de los literales a), b) y
c), señalados anteriormente, deben estar localizados en municipios o distritos con población
urbana superior a los quinientos mil habitantes, contar con un área superior a una (1) hectárea y
cumplir con las demás condiciones que defina el Gobierno Nacional.

Será procedente la concurrencia de terceros en la adquisición de inmuebles por enajenación
voluntaria y expropiación, siempre que medie la celebración previa de un contrato o convenio,
entre la entidad expropiante y el tercero concurrente, en el que se prevean, por lo menos, los
siguientes aspectos:

1. El objeto del contrato o convenio contendrá la descripción y especificaciones de la actuación a
ejecutar, y la determinación de los inmuebles o la parte de ellos a adquirir.

2. La obligación clara e inequívoca de los terceros concurrentes con la entidad pública de
destinar los inmuebles para los fines de utilidad pública para los que fueron adquiridos dentro de
los términos previstos en la ley.

3. La relación entre el objeto misional de la entidad competente y los motivos de utilidad pública
o interés social invocados para adquirir los inmuebles.

4. La obligación a cargo del tercero concurrente de aportar los recursos necesarios para adelantar
la adquisición predial, indicando la estimación de las sumas de dinero a su cargo que además del
valor de adquisición o precio indemnizatorio incluirá todos los costos asociados a la elaboración
de los estudios técnicos, jurídicos, sociales y económicos en los que se fundamentará la
adquisición predial, incluyendo los costos administrativos en que incurran las entidades públicas.

5. La obligación de cubrir el aumento del valor del bien expropiado y las indemnizaciones
decretados por el juez competente, si este fuere el caso.

6. La remuneración de la entidad pública expropiante para cubrir los gastos y honorarios a que
haya lugar.

7. La obligación de los terceros concurrentes de constituir, a su cargo, una fiducia para la
administración de los recursos que aporten.

8. La obligación por parte del tercero concurrente de aportar la totalidad de los recursos
necesarios, antes de expedir la oferta de compra con la que se inicia formalmente el proceso de
adquisición.

9. La determinación expresa de la obligación del tercero concurrente de acudir por llamamiento
en garantía o como litisconsorte necesario en los procesos que se adelanten contra la entidad
adquirente por cuenta de los procesos de adquisición predial a los que se refiere el presente
artículo.

10. En cualquier caso, el tercero mantendrá indemne a la entidad expropiante por las
obligaciones derivadas del contrato o convenio.

PARÁGRAFO 1o. Siempre que se trate de actuaciones desarrolladas directamente por
particulares y cuando la totalidad de los recursos para la adquisición provengan de su
participación, el contrato o convenio estipulará que una vez concluido el proceso de enajenación



voluntaria y expropiación judicial y administrativa, el titular del derecho de dominio pasará a ser
el tercero concurrente y como tal se inscribirá en el folio de matrícula inmobiliaria del respectivo
inmueble.

Cuando concurran recursos públicos y privados para la adquisición de los inmuebles, la
titularidad del derecho de dominio será de la entidad contratante.

PARÁGRAFO 2o. Si durante el proceso de expropiación judicial, el precio indemnizatorio que
decrete el juez corresponde a un valor superior al contemplado en la oferta de compra o
resolución de expropiación, corresponderá al tercero concurrente pagar la suma adicional para
cubrir el total de la indemnización. Se procederá de la misma manera cuando el precio
indemnizatorio reconocido dentro del procedimiento de expropiación administrativa sea
controvertido mediante la acción especial contencioso-administrativa de que trata el artículo 71
de la presente ley o la norma que lo adicione, modifique o sustituya.

PARÁGRAFO 3o. <Parágrafo modificado por el artículo 60 de la Ley 1537 de 2012. El nuevo
texto es el siguiente:> Exceptuando las unidades de actuación urbanística, que se regirán por lo
dispuesto en el artículo 61 de la Ley 388 de 1997, en el caso de proyectos cuya iniciativa sea de
las entidades territoriales o de terceros no propietarios de alguno de los inmuebles objeto de las
actuaciones contempladas en los literales a) y c) del presente artículo, la selección de los terceros
concurrentes se realizará aplicando los criterios de selección objetiva que define la normativa
vigente.

No obstante, en los casos que sea necesario adelantar un proceso de licitación o concurso
público, cuando el tercero promotor de la iniciativa no resulte adjudicatario, el que resulte
elegido le deberá reconocer los gastos de formulación del proyecto, que deberán quedar definidos
previamente a la apertura del proceso contractual.

Notas de Vigencia

- Parágrafo modificado por el artículo 60 de la Ley 1537 de 2012, 'por la cual se dictan
normas tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 48.467 de 20 de junio de 2012.

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 1450 de 2011:

PARÁGRAFO 3. En el caso de proyectos cuya iniciativa sea de las entidades territoriales o
de terceros no propietarios de los inmuebles objeto de las actuaciones contempladas en los
literales a) y c) del presente artículo, la selección de los terceros concurrentes se realizará
aplicando los criterios de selección objetiva que define la normativa vigente.

Notas de Vigencia



- El texto de la Ley 1450 de 2011, al no haber sido derogado expresamente,  continuará
vigente hasta que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el
artículo 336 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No.
50.964 de 25 de mayo 2019.

- El texto de la Ley 1450 de 2011, al no haber sido derogado expresamente,  continuará
vigente hasta que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el
artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de
junio de 2015.

- Artículo adicionado por el artículo 122 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de
Desarrollo, 2010-2014'.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo 122 de la Ley 1450 de 2011 declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado -
principio de unidad de materia-, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-394-12 de
30 de mayo de 2012, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

ARTICULO 62. PROCEDIMIENTO PARA LA EXPROPIACION. <Artículo derogado por
el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige a partir del 1o. de enero de 2014. En
los términos del numeral 6) del artículo 627, ver en Legislación Anterior el texto vigente hasta
esta fecha>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la
cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. La derogatoria rige a partir del 1o. de enero
de 2014, en los términos del numeral 6) del artículo 627.

Notas del Editor

- En el proyecto presentado por el Gobierno se señala dentro de la exposición de motivos la
intensión de agilizar el proceso de expropiación cuando se necesite para proyectos 'de
infraestructura, de desarrollo o renovación urbana, y creación de espacios públicos'.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Numeral 3o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 388 de 1997:

ARTÍCULO 62. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento para la
expropiación previsto en la Ley 9ª de 1989 y en el Código de Procedimiento Civil:

1. La resolución de expropiación se notificará en los términos previstos en el Código
Contencioso Administrativo.

2. Contra la resolución que ordene la expropiación sólo procede el recurso de reposición.
Transcurridos quince (15) días sin que se hubiere resuelto el recurso se entenderá negado.

3. La entidad demandante tendrá derecho a solicitar al juez que en el auto admisorio de la
demanda se ordene la entrega anticipada del inmueble cuya expropiación se demanda,
siempre y cuando se acredite haber consignado a órdenes del respectivo juzgado una suma
equivalente al cincuenta por ciento (50%) del avalúo practicado para los efectos de la
enajenación voluntaria.

4. Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente ley se acepte la concurrencia de
terceros en la ejecución de proyectos, los recursos para el pago de la indemnización podrán
provenir de su participación.

5. Contra el auto admisorio de la demanda y las demás providencias que dicte el juez dentro
del proceso de expropiación, excepto la sentencia y el auto de que trata el último inciso del
artículo 458 del Código de Procedimiento Civil, sólo procederá el recurso de reposición.

6. La indemnización que decretare el juez comprenderá el daño emergente y el lucro cesante.
El daño emergente incluirá el valor del inmueble expropiado, para el cual el juez tendrá en
cuenta el avalúo comercial elaborado de conformidad con lo aquí previsto.

7. El proceso de expropiación terminará si el demandado se aviniere a la venta del inmueble
por el precio fijado mediante avalúo actualizado según el índice de costos de la construcción
de vivienda de ingresos medios que elabora el Departamento Nacional de Estadística y
otorgare escritura pública de compraventa del mismo a favor del demandante.

8. Las expropiaciones a las cuales se refiere la Ley 160 de 1994, la Ley 99 de 1993 y normas
que las adicionen o reformen continuarán rigiéndose por las disposiciones especiales sobre el
particular.

9. Los terrenos expropiados podrán ser desarrollados directamente por la entidad expropiante
o por terceros, siempre y cuando la primera haya establecido un contrato o convenio
respectivo que garantice la utilización de los inmuebles para el propósito que fueron
adquiridos.  

CAPITULO VIII.



EXPROPIACION POR VIA ADMINISTRATIVA

ARTICULO 63. MOTIVOS DE UTILIDAD PUBLICA. Se considera que existen motivos de
utilidad pública o de interés social para expropiar por vía administrativa el derecho de propiedad
y los demás derechos reales sobre terrenos e inmuebles, cuando, conforme a las reglas señaladas
por la presente ley, la respectiva autoridad administrativa competente considere que existen
especiales condiciones de urgencia, siempre y cuando la finalidad corresponda a las señaladas en
las letras a), b), c), d), e), h), j), k), l) y m) del artículo 58 de la presente ley.

Igualmente se considera que existen motivos de utilidad pública para expropiar por vía
administrativa cuando se presente el incumplimiento de la función social de la propiedad por
parte del adquirente en pública subasta, de los terrenos e inmuebles objeto del procedimiento
previsto en el capítulo VI de la presente ley.

ARTICULO 64. CONDICIONES DE URGENCIA. Las condiciones de urgencia que
autorizan la expropiación por vía administrativa serán declaradas por la instancia o autoridad
competente, según lo determine el concejo municipal o distrital, o la junta metropolitana, según
sea el caso, mediante acuerdo. Esta instancia tendrá la competencia general para todos los
eventos.

ARTICULO 65. CRITERIOS PARA LA DECLARATORIA DE URGENCIA. De acuerdo
con la naturaleza de los motivos de utilidad pública o interés social de que se trate, las
condiciones de urgencia se referirán exclusivamente a:

1. Precaver la elevación excesiva de los precios de los inmuebles, según las directrices y
parámetros que para el efecto establezca el reglamento que expida el Gobierno Nacional.

2. El carácter inaplazable de las soluciones que se deben ofrecer con ayuda el instrumento
expropiatorio.

3. Las consecuencias lesivas para la comunidad que se producirían por la excesiva dilación en las
actividades de ejecución del plan, programa, proyecto u obra.

4. La prioridad otorgada a las actividades que requieren la utilización del sistema expropiatorio
en los planes y programas de la respectiva entidad territorial o metropolitana, según sea el caso.

ARTICULO 66. DETERMINACION DEL CARACTER ADMINISTRATIVO. La
determinación que la expropiación se hará por la vía administrativa deberá tomarse a partir de la
iniciación del procedimiento que legalmente deba observarse por la autoridad competente para
adelantarlo, mediante acto administrativo formal que para el efecto deberá producirse, el cual se
notificará al titular del derecho de propiedad sobre el inmueble cuya adquisición se requiera y
será inscrito por la entidad expropiante en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos,
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su ejecutoria. Este mismo acto constituirá la
oferta de compra tendiente a obtener un acuerdo de enajenación voluntaria.

ARTICULO 67. INDEMNIZACION Y FORMA DE PAGO. En el mismo acto que determine
el carácter administrativo de la expropiación, se deberá indicar el valor del precio indemnizatorio
que se reconocerá a los propietarios, el cual será igual al avalúo comercial que se utiliza para los



efectos previstos en el artículo 61 de la presente ley. Igualmente se precisarán las condiciones
para el pago del precio indemnizatorio, las cuales podrán contemplar el pago de contado o el
pago entre un cuarenta (40%) y un sesenta por ciento (60%) del valor al momento de la
adquisición voluntaria y el valor restante en cinco (5) contados anuales sucesivos o iguales, con
un interés anual igual al interés bancario vigente en el momento de la adquisición voluntaria.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte en letra itálica declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-476-07 de 13 de junio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Álvaro Tafur Galvis.

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado
Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

Doctrina Concordante

Concepto SENA 14981 de 2008  

PARAGRAFO 1o. El pago del precio indemnizatorio se podrá realizar en dinero efectivo o
títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, de participación en el proyecto o permuta.
En todo caso el pago se hará siempre en su totalidad de contado cuando el valor de la
indemnización sea inferior a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales al momento de
la adquisición voluntaria o de la expropiación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel
José Cepeda Espinosa, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar el aparte
subrayado  por ineptitud de la demanda.

La misma Sentencia declaró EXEQUIBLE este parágrafo 'en el entendido de que en caso de
expropiación de vivienda personal o familiar, única y actual, procede el pago en efectivo y en
un solo contado, salvo acuerdo en contrario'.

PARAGRAFO 2o. <Ver Notas del Editor en relación con la vigencia de este parágrafo, a la luz
de lo establecido por el Artículo 35-1 del Estatuto Tributario> El ingreso obtenido por la
enajenación de inmuebles a los cuales se refiere el presente capítulo no constituye, para fines
tributarios, renta gravable ni ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se realice por
la vía de la enajenación voluntaria.

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este parágrafo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el Concepto Tributario DIAN 70056 de 2006, publicado en el Diario Oficial
No. 46.382 de 5 de septiembre de 2006.

Menciona el concepto:

'Tesis jurídica

'El inciso 4o del artículo 15 de la Ley 9ª de 1989 subrogado por el artículo 35 de la Ley 3ª de
1991, el parágrafo 2o del artículo 67 de la Ley 388 de 1997 y el parágrafo 1o del artículo 37
de la Ley 160 de 1994 se encuentran vigentes.

'Interpretación jurídica.

'...

'En este orden de ideas, cuando el artículo 35-1 del Estatuto Tributario, modificado por el
artículo 1o de la Ley 863 de 2003, establece que a partir del año gravable 2004, los ingresos
de que tratan, entre otros, el artículo 37 ibídem, quedan gravados en el ciento por ciento
(100%) con el impuesto sobre la renta, dicha disposición, en virtud del principio de legalidad
de los tributos, consagrado en el artículo 338 de la Constitución Política, debe interpretarse
referida a la utilidad en venta de inmuebles, contemplada en el artículo 37 del Estatuto
Tributario, y no a la regulada en el inciso 4o del artículo 15 de la Ley 9ª de 1989 subrogado
por el artículo 35 de la Ley 3 de 1991, el parágrafo 2o del artículo 67 de la Ley 388 de 1997 y
el parágrafo 1o del artículo 37 de la Ley 160 de 1994, normas estas especiales e
independientes, no incorporadas al citado Estatuto y por lo tanto vigentes para efectos del
beneficio por ellas creado.

'Establecida la vigencia de las citadas disposiciones, es preciso observar que en los procesos
de adquisición de inmuebles localizados en zonas de desastre, es aplicable el parágrafo 2o del
artículo 67 de la Ley 388 de 1997, norma que consagra la exoneración del impuesto sobre la
renta y complementarios para los ingresos obtenidos por la enajenación de inmuebles que
sean objeto de expropiación por vía administrativa en los casos previstos en los literales a) b)
c) d) e) h) j) k) l) m) del artículo 58 de la citada ley. El literal m) del artículo 58 en cita se
refiere al traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes.

'Por lo tanto, el ingreso obtenido por la enajenación de inmuebles (rurales y urbanos)
localizados dentro o fuera de la Zona de Amenaza Alta (ZAVA) del Volcán Galeras en virtud
de lo señalado en el Decreto 919 de 1989 y la Ley 160 de 1994, no constituye renta gravable
ni ganancia ocasional para los propietarios.

'...'

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-1074-02 de 4  de diciembre de 2002, Magistrado
Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.



ARTICULO 68. DECISION DE LA EXPROPIACION. Cuando habiéndose determinado que
el procedimiento tiene el carácter de expropiación por vía administrativa, y transcurran treinta
(30) días hábiles contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo de que trata el artículo
66 de la presente ley, sin que se haya llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria
contenido en un contrato de promesa de compraventa, la autoridad competente dispondrá
mediante acto motivado la expropiación administrativa del bien inmueble correspondiente, el
cual contendrá lo siguiente:

1. La identificación precisa del bien inmueble objeto de expropiación.

2. El valor del precio indemnizatorio y la forma de pago.

3. La destinación que se dará al inmueble expropiado, de acuerdo con los motivos de utilidad
pública o de interés social que se hayan invocado y las condiciones de urgencia que se hayan
declarado.

4. La orden de inscripción del acto administrativo, una vez ejecutoriado, en la correspondiente
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, para los efectos de que se inscriba la transferencia
del derecho de dominio de su titular a la entidad que haya dispuesto la expropiación.

5. La orden de notificación a los titulares de derecho del dominio u otros derechos reales sobre el
bien expropiado, con indicación de los recursos que legalmente procedan en vía gubernativa.

ARTICULO 69. NOTIFICACION Y RECURSOS. El acto que decide la expropiación se
notificará al propietario o titular de derechos reales sobre el inmueble expropiado, de
conformidad con lo previsto en el Código Contencioso Administrativo.

Contra la decisión por vía administrativa sólo procederá el recurso de reposición, el cual deberá
interponerse en los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo a partir de la
notificación. El recurso deberá ser decidido dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la
fecha de su interposición, y si transcurrido ese lapso no se ha tomado decisión alguna, se
entenderá que el recurso ha sido decidido favorablemente.

ARTICULO 70. EFECTOS DE LA DECISION DE EXPROPIACION POR VIA
ADMINISTRATIVA. Una vez ejecutoriada la decisión por vía administrativa, por no haberse
formulado el recurso de reposición dentro del término legal o por haber sido decidido el recurso
interpuesto en forma negativa, la decisión producirá los siguientes efectos:

1. El derecho de propiedad u otros derechos reales se trasladarán de las personas titulares de ellos
a la entidad que ha dispuesto la expropiación, para lo cual bastará con el registro de la decisión
en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. El registrador exigirá que la entidad acredite
que el propietario o los titulares de otros derechos reales sobre el inmueble, han retirado el valor
de la indemnización y los documentos de deber correspondientes, o que se ha efectuado la
consignación correspondiente conforme a lo previsto en el numeral 2 de este artículo.

Jurisprudencia vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda
Espinosa, 'en el entendido de que en caso de expropiación de vivienda personal o familiar,
única y actual, procede el pago en efectivo y en un solo contado, salvo acuerdo en contrario'.

- Numeral 1o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
127-98 del 1o. de abril de 1998, Magistrado Ponente Dr. Jorge Arango Mejía, por las razones
expuestas en la providencia.

2. La entidad que ha dispuesto la expropiación pondrá a disposición inmediata del particular
expropiado, según sea el caso, el valor total correspondiente o el porcentaje del precio
indemnizatorio que se paga de contado y los documentos de deber correspondientes a los cinco
contados sucesivos anuales del saldo. Si el particular no retira dichos valores y los documentos
de deber dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria, la entidad deberá consignarlos en la
entidad financiera autorizada para el efecto a disposición del particular, y entregar copia de la
consignación al Tribunal Administrativo en cuya área de jurisdicción se encuentre ubicado el
inmueble dentro de los diez (10) días siguientes, considerándose que ha quedado formalmente
hecho el pago.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda
Espinosa, 'en el entendido de que en caso de expropiación de vivienda personal o familiar,
única y actual, procede el pago en efectivo y en un solo contado, salvo acuerdo en contrario'.

3. Efectuado el registro de la decisión, la entidad pública podrá exigir la entrega material del bien
inmueble expropiado, sin necesidad de intervención judicial, para lo cual podrá acudir al auxilio
de las autoridades de policía si es necesario.

Jurisprudencia vigencia

Corte Constitucional

- Numeral 3o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
127-98 del 1o. de abril de 1998, Magistrado Ponente Dr. Jorge Arango Mejía, por las razones
expuestas en la providencia.

4. En caso de que los valores y documentos de deber no se pongan a disposición del propietario o
no se consignen dentro de los términos señalados en el numeral 2 de este artículo, la decisión de
expropiación por vía administrativa no producirá efecto alguno y la entidad deberá surtir
nuevamente el procedimiento expropiatorio.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda
Espinosa, 'en el entendido de que en caso de expropiación de vivienda personal o familiar,
única y actual, procede el pago en efectivo y en un solo contado, salvo acuerdo en contrario'.

5. La entidad que haya adquirido el bien en virtud de la expropiación por vía administrativa,
adquiere la obligación de utilizarlo para los fines de utilidad pública o interés social que hayan
sido invocados, en un término máximo de tres (3) años contados a partir de la fecha de
inscripción de la decisión correspondiente en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.

Para este efecto, la persona que tenía la calidad de propietario del bien expropiado podrá solicitar
al Tribunal Administrativo en cuya jurisdicción se encuentre ubicado el inmueble, la verificación
del cumplimiento de dicha obligación, mediante proceso abreviado que se limitará
exclusivamente a la práctica de las pruebas que deberán solicitarse exclusivamente en la
demanda, durante un término no superior a un mes, transcurrido el cual se pronunciará sentencia
inapelable.

En caso de que se compruebe el incumplimiento de la obligación por parte de la entidad, la
sentencia así lo declarará y ordenará su inscripción en la respectiva Oficina de Registro, a fin de
que el demandante recupere la titularidad del bien expropiado. En la misma sentencia se
determinará el valor y los documentos de deber que la persona cuyo bien fue expropiado deberá
reintegrar a la entidad pública respectiva, siendo necesario para los efectos del registro de la
sentencia que se acredite mediante certificación auténtica que se ha efectuado el reintegro
ordenado.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-1074-02 de 4 de diciembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda
Espinosa, 'en el entendido de que en caso de expropiación de vivienda personal o familiar,
única y actual, procede el pago en efectivo y en un solo contado, salvo acuerdo en contrario'.

Doctrina Concordante

Concepto SENA 14981 de 2008  

ARTICULO 71. PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Contra la decisión de
expropiación por vía administrativa procede acción especial contencioso-administrativa con el
fin de obtener su nulidad y el restablecimiento del derecho lesionado, o para controvertir el
precio indemnizatorio reconocido, la cual deberá interponerse dentro de los cuatro meses
calendario siguientes a la ejecutoria de la respectiva decisión. El proceso a que da lugar dicha
acción se someterá a las siguientes reglas particulares:

1. El órgano competente será el Tribunal Administrativo en cuya jurisdicción se encuentre el
inmueble expropiado, en primera instancia, cualquiera que sea la cuantía.



2. Además de los requisitos ordinarios, a la demanda deberá acompañarse prueba de haber
recibido los valores y documentos de deber puestos a disposición por la administración o
consignados por ella en el mismo Tribunal Administrativo, y en ella misma deberán solicitarse
las pruebas que se quieran hacer valer o que se solicita practicar.

3. <Numeral declarado INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia vigencia

Corte Constitucional

- Numeral 3o. declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
127-98 del 1o. de abril de 1998, Magistrado Ponente Dr. Jorge Arango Mejía.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 388 de 1997:

3. No podrá solicitarse la suspensión provisional del acto que dispuso la expropiación por vía
administrativa.  

4. Notificada la demanda a la entidad autora de la decisión de expropiación por vía
administrativa, y concluido el término de cinco (5) días para la contestación de la misma, en la
cual igualmente deberán indicarse las pruebas que se solicitan, se ordenará un período probatorio
que no podrá ser superior a dos (2) meses, concluido el cual y después de dar traslado común a
las partes para alegar por tres días, se pronunciará sentencia.

5. Contra la sentencia procederá recurso de apelación ante el honorable Consejo de Estado, el
cual decidirá de plano, salvo que discrecionalmente estime necesario practicar nuevas pruebas
durante un lapso no superior a un mes. La parte que no haya apelado podrá presentar sus
alegaciones, por una sola vez, en cualquier momento antes de que el proceso entre al despacho
para pronunciar sentencia.

6.  <Numeral derogado por el Acto Legistativo 01 de 1999>

Notas de Vigencia

- Numeral 6o. derogado por el Acto Legislativo 01 de 1999, según lo expresado por la Corte
Constitucional en la Sentencia C-059-01, 'porque expedido el Acto Legislativo 01 de 1999, el
contenido normativo de este numeral quedó derogado, dado que el mismo reproducía un
aparte del texto constitucional que el legislador suprimió a través  del mencionado acto
legislativo.'

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-059-01 del 24 de enero de 2001, Magistrado Ponente Dr. Martha
Victoria Sáchica Méndez, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar: ' porque
expedido el Acto Legislativo 01 de 1999, el contenido normativo de este numeral quedó
derogado, dado que el mismo reproducía un aparte del texto constitucional que el legislador
suprimió a través  del mencionado acto legislativo'.



Legislación Anterior

Texto original de la Ley 388 de 1997:

6. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 58 de la Constitución Política, en el proceso no
podrán controvertirse los motivos de utilidad pública o de interés social, pero sí lo relativo al
precio indemnizatorio.

7. Cuando la sentencia revoque la decisión del Tribunal Administrativo y declare la nulidad y el
consiguiente restablecimiento del derecho, dispondrá lo siguiente:

a) La suspensión en forma inmediata, por parte de la respectiva entidad pública, de todas las
acciones y operaciones en curso para utilizar el bien expropiado;

b) La práctica, antes del cumplimiento de la sentencia, por el Tribunal Administrativo ante el
cual se haya surtido la primera instancia, de una diligencia de inspección con intervención de
peritos, a fin de determinar mediante auto de liquidación y ejecución de la sentencia que
pronunciará la respectiva Sala de Decisión contra el cual sólo procederá el recurso de reposición,
si el bien ha sido o no utilizado o si lo ha sido parcialmente y, según el caso, el valor de la
indemnización debida. En el mismo acto se precisará si los valores y documentos de deber
compensan la indemnización determinada y en qué proporción, si hay lugar a reintegro de parte
de ellos a la administración, o si ésta debe pagar una suma adicional para cubrir el total de la
indemnización;

c) La orden de registro de la sentencia de la respectiva Oficina de Registro de Instrumentos
Públicos, a fin de que la persona recupere en forma total o parcial la titularidad del bien
expropiado, conforme a la determinación que se haya tomado en el auto de liquidación y
ejecución de la sentencia, para el caso en que la administración no haya utilizado o sólo haya
utilizado parcialmente el inmueble expropiado. Cuando haya lugar al reintegro de valores o
documentos de deber, para efectuar el registro se deberá acreditar certificación auténtica de que
se efectuó el reintegro respectivo en los términos indicados en el auto de liquidación y ejecución
de la sentencia;

d) La orden de pago del valor que a título de restablecimiento del derecho lesionado debe pagar
adicionalmente la administración, sin que haya lugar a reintegro alguno de los valores y
documentos de deber recibidos ni al registro de la sentencia de la oficina de Registro de
Instrumentos Públicos, cuando la administración haya utilizado completamente el bien
expropiado.

8. Si la sentencia decide, conforme a la demanda, sobre el precio indemnizatorio reconocido por
la administración, dispondrá si hay lugar a una elevación del valor correspondiente o a una
modificación de la forma de pago. En este caso, las determinaciones que se hagan en el auto de
liquidación de la sentencia, tendrán en cuenta el nuevo precio indemnizatorio y la diferente
modalidad de pago.

Jurisprudencia Unificación



- Consejo de Estado, Sección Primera, Sentencia de Unificación Jurisprudencial, Expediente
No. 25000-23-24-000-2006-01002-01 de 11 de diciembre de 2015, C.P. Dr. Roberto Augusto
Serrato Valdés.

'La Sala adopta los siguientes criterios en aras de unificar la jurisprudencia:

- Todo procedimiento expropiatorio debe respetar el principio de legalidad como expresión
democrática del Estado Social de Derecho.

- No puede haber actos exentos de control judicial; se proscribe la inexistencia de controles
judiciales respecto de las actuaciones resultantes del ejercicio del poder público en materia
expropiatoria.

- Los actos que declaran los motivos de utilidad pública o de interés social crean una
situación jurídica particular y concreta; producen efectos jurídicos inmediatos y directos
respecto del administrado.

- La revisión judicial de los motivos de utilidad pública o de interés social se puede hacer vía
judicial a través del ejercicio de acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

- La acción especial contencioso – administrativa también procede contra el acto
administrativo que decide la expropiación con el fin de “obtener su nulidad y el
restablecimiento del derecho lesionado, o para controvertir el precio indemnizatorio
reconocido”, al tenor de lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley 388 de 1997.

Se hace énfasis que la decisión guarda relación con la expropiación administrativa figura
diferente a la expropiación judicial.'.

ARTICULO 72. APLICACION DEL PROCEDIMIENTO A OTROS CASOS DE
EXPROPIACION POR VIA ADMINISTRATIVA. el trámite para la aplicación de la
expropiación por vía administrativa previsto en este capítulo se aplicará a los demás casos en que
las leyes la hayan autorizado, siempre y cuando expresamente no se hubiere definido otro
procedimiento.

CAPITULO IX.

PARTICIPACION EN LA PLUSVALIA

ARTICULO 73. NOCION. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 82 de la
Constitución Política, las acciones urbanísticas que regulan la utilización del suelo y del espacio
aéreo urbano incrementando su aprovechamiento, generan beneficios que dan derecho a las
entidades públicas a participar en las plusvalías resultantes de dichas acciones. Esta participación
se destinará a la defensa y fomento del interés común a través de acciones y operaciones
encaminadas a distribuir y sufragar equitativamente los costos del desarrollo urbano, así como al
mejoramiento del espacio público y, en general, de la calidad urbanística del territorio municipal
o distrital.

Los concejos municipales y distritales establecerán mediante acuerdos de carácter general, las
normas para la aplicación de la participación en la plusvalía en sus respectivos territorios.



Notas del Editor

- La participación en la plusvalía desarrolla el artículo 82 de la Constitución y se consideró
en el proyecto presentado por el Gobierno como un instrumento indispensable para enfrentar
el obstáculo de los altos precios de los terrenos en el proceso de construcción de viviendas de
interés social. Con la participación se busca evitar la especulación con los lotes y que sólo los
propietarios se beneficien del desarrollo urbano.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 74. HECHOS GENERADORES. Constituyen hechos generadores de la
participación en la plusvalía de que trata el artículo anterior, las decisiones administrativas que
configuran acciones urbanísticas según lo establecido en el artículo 8º de esta ley, y que
autorizan específicamente ya sea a destinar el inmueble a un uso más rentable, o bien
incrementar el aprovechamiento del suelo permitiendo una mayor área edificada, de acuerdo con
lo que se estatuya formalmente en el respectivo Plan de Ordenamiento o en los instrumentos que
lo desarrollen. Son hechos generadores los siguientes:

Jurisprudencia Unificación

- Consejo de Estado, Sentencia de Unificación, Expediente No. 25000-23-37-000-2012-
00375-02(23540)2020CE-SUJ-4-006 de 3 de diciembre de 2020, C.P. Dr. Julio Roberto Piza
Rodríguez.

1. La incorporación de suelo rural a suelo de expansión urbana o la consideración de parte del
suelo rural como suburbano.

2. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación de usos del suelo.

3. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien sea elevando el
índice de ocupación o el índice de construcción, o ambos a la vez.

En el mismo plan de ordenamiento territorial o en los instrumentos que lo desarrollen, se
especificarán y delimitarán las zonas o subzonas beneficiarias de una o varias de las acciones
urbanísticas contempladas en este artículo, las cuales serán tenidas en cuenta, sea en conjunto o
cada una por separado, para determinar el efecto de la plusvalía o los derechos adicionales de
construcción y desarrollo, cuando fuere del caso.

PARAGRAFO. Para los efectos de esta ley, los conceptos urbanísticos de cambio de uso,
aprovechamiento del suelo, e índices de ocupación y de construcción serán reglamentados por el
Gobierno Nacional.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 75. EFECTO PLUSVALIA RESULTADO DE LA INCORPORACION DEL
SUELO RURAL AL DE EXPANSION URBANA O DE LA CLASIFICACION DE PARTE
DEL SUELO RURAL COMO SUBURBANO. Cuando se incorpore suelo rural al de expansión
urbana, el efecto plusvalía se estimará de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. Se establecerá el precio comercial de los terrenos en cada una de las zonas o subzonas
beneficiarias, con características geoeconómicas homogéneas, antes de la acción urbanística
generadora de la plusvalía. Esta determinación se hará una vez se expida el acto administrativo
que define la nueva clasificación del suelo correspon-diente.

2. Una vez se apruebe el plan parcial o las normas específicas de las zonas o subzonas
beneficiarias, mediante las cuales se asignen usos, intensidades y zonificación, se determinará el
nuevo precio comercial de los terrenos comprendidos en las correspondientes zonas o subzonas,
como equivalente al precio por metro cuadrado de terrenos con características similares de
zonificación, uso, intensidad de uso y localización. Este precio se denominará nuevo precio de
referencia.

3. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará como la diferencia entre el nuevo
precio de referencia y el precio comercial antes de la acción urbanística al tenor de lo establecido
en los numerales 1 y 2 de este artículo. El efecto total de la plusvalía, para cada predio
individual, será igual al mayor valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la superficie
objeto de la participación en la plusvalía.

Este mismo procedimiento se aplicará para el evento de calificación de parte del suelo rural
como suburbano.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 76. EFECTO PLUSVALIA RESULTADO DEL CAMBIO DE USO. Cuando se
autorice el cambio de uso a uno más rentable, el efecto plusvalía se estimará de acuerdo con el
siguiente procedimiento:

1. Se establecerá el precio comercial de los terrenos en cada una de las zonas o subzonas
beneficiarias, con características geoeconómicas homogéneas, antes de la acción urbanística
generadora de la plusvalía.

2. Se determinará el nuevo precio comercial que se utilizará en cuanto base del cálculo del efecto
plusvalía en cada una de las zonas o subzonas consideradas, como equivalente al precio por



metro cuadrado de terrenos con características similares de uso y localización. Este precio se
denominará nuevo precio de referencia.

3. El mayor valor generado por metro cuadrado se estimará como la diferencia entre el nuevo
precio de referencia y el precio comercial antes de la acción urbanística, al tenor de lo
establecido en los numerales 1 y 2 de este artículo. El efecto total de la plusvalía, para cada
predio individual, será igual al mayor valor por metro cuadrado multiplicado por el total de la
superficie del predio objeto de la participación en la plusvalía.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 77. EFECTO PLUSVALIA RESULTADO DEL MAYOR
APROVECHAMIENTO DEL SUELO. Cuando se autorice un mayor aprovechamiento del
suelo, el efecto plusvalía se estimará de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. Se determinará el precio comercial por metro cuadrado de los inmuebles en cada una de las
zonas o subzonas beneficiarias, con características geoeconómicas homogéneas, antes de la
acción urbanística generadora de la plusvalía. En lo sucesivo este precio servirá como precio de
referencia por metro cuadrado.

2. El número total de metros cuadrados que se estimará como objeto del efecto plusvalía será,
para el caso de cada predio individual, igual al área potencial adicional de edificación autorizada.
Por potencial adicional de edificación se entenderá la cantidad de metros cuadrados de
edificación que la nueva norma permite en la respectiva localización, como la diferencia en el
aprovechamiento del suelo antes y después de la acción generadora.

3. El monto total del mayor valor será igual al potencial adicional de edificación de cada predio
individual multiplicado por el precio de referencia, y el efecto plusvalía por metro cuadrado será
equivalente al producto de la división del monto total por el área del predio objeto de la
articipación en la plusvalía.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 78. AREA OBJETO DE LA PARTICIPACION EN LA PLUSVALIA. El
número total de metros cuadrados que se considerará como objeto de la participación en la
plusvalía será, para el caso de cada inmueble, igual al área total del mismo destinada al nuevo
uso o mejor aprovechamiento, descontada la superficie correspondiente a las cesiones
urbanísticas obligatorias para espacio público de la ciudad, así como el área de eventuales
afectaciones sobre el inmueble en razón del plan vial u otras obras públicas, las cuales deben



estar contempladas en el plan de ordenamiento o en los instrumentos que lo desarrollen.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 79. MONTO DE LA PARTICIPACION <EN LA PLUSVALIA>. Los concejos
municipales o distritales, por iniciativa del alcalde, establecerán la tasa de participación que se
imputará a la plusvalía generada, la cual podrá oscilar entre el treinta (30%) y el cincuenta por
ciento (50%) del mayor valor por metro cuadrado. Entre distintas zonas o subzonas la tasa de
participación podrá variar dentro del rango aquí establecido, tomando en consideración sus
calidades urbanísticas y las condiciones socioeconómicas de los hogares ropietarios de los
inmuebles.

PARAGRAFO 1o. Cuando sobre un mismo inmueble se produzcan simultáneamente dos o más
hechos generadores en razón de las decisiones administrativas detalladas en los artículos
precedentes, en el cálculo del mayor valor por metro cuadrado se tendrá en cuenta los valores
acumulados, cuando a ello hubiere lugar.

PARAGRAFO 2o. En razón a que el pago de la participación en la plusvalía al municipio o
distrito se hace exigible en oportunidad posterior, de acuerdo con lo determinado por el artículo
83 de esta ley, el monto de la participación correspondiente a cada predio se ajustará de acuerdo
con la variación de índices de precios al consumidor (IPC), a partir del momento en que quede en
firme el acto de liquidación de la participación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 80. PROCEDIMIENTO DE CALCULO DEL EFECTO PLUSVALIA. El
Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que haga sus veces o los peritos técnicos
debidamente inscritos en las Lonjas o instituciones análogas, establecerán los precios
comerciales por metro cuadrado de los inmuebles, teniendo en cuenta su situación anterior a la
acción o acciones urbanísticas; y determinarán el correspondiente precio de referencia tomando
como base de cálculo los parámetros establecidos en los artículos 75, 76 y 77 de esta ley.

Para el efecto, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la adopción del Plan de
Ordenamiento Territorial, de su revisión, o de los instrumentos que lo desarrollan o
complementan, en el cual se concretan las acciones urbanísticas que constituyen los hechos
generadores de la participación en la plusvalía, el alcalde solicitará se proceda a estimar el mayor
valor por metro cuadrado en cada una de las zonas o subzonas consideradas.

Una vez recibida la solicitud proveniente del alcalde, el IGAC o la entidad correspondiente o el



perito avaluador, contarán con un plazo inmodificable de sesenta (60) días hábiles para ejecutar
lo solicitado. Transcurrido este término, y sin perjuicio de las sanciones legales a que haya lugar
por la morosidad de funcionario o los funcionarios responsables, y de la responsabilidad
contractual en el caso del perito privado, la administración municipal o distrital podrá solicitar
un nuevo peritazgo que determinen el mayor valor o monto de la plusvalía de acuerdo con los
procedimientos y parámetros instituidos en este mismo artículo.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 81. LIQUIDACION DEL EFECTO DE PLUSVALIA. Con base en la
determinación del efecto de plusvalía por metro cuadrado calculado para cada una de las zonas o
subzonas objeto de la participación como se indica en el artículo precedente, el alcalde municipal
o distrital liquidará, dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes, el efecto plusvalía
causado en relación con cada uno de los inmuebles objeto de la misma y aplicará las tasas
correspondientes, de conformidad con lo autorizado por el concejo municipal o distrital.

<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> A partir de la fecha en que la
administración municipal disponga de la liquidación del monto de la participación
correspondiente a todos y cada uno de los predios beneficiados con las acciones urbanísticas,
contará con un plazo de treinta (30) días hábiles para expedir el acto administrativo que la
determina, y para notificarlo a los propietarios o poseedores, lo cual procederá mediante tres (3)
avisos publicados en ediciones dominicales de periódicos de amplia circulación en el municipio
o distrito, así como a través de edicto fijado en la sede de la alcaldía correspondiente. Contra
estos actos de la administración procederá exclusivamente el recurso de reposición dentro de los
términos previstos para el efecto en el Código Contencioso Administrativo.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, 'bajo el entendido de
que antes de efectuar la notificación por avisos y edicto, la alcaldía municipal o distrital
competente deberá agotar el trámite de notificación personal o por correo, previsto en los
artículos 565 y 566 del Estatuto Tributario y bajo los parámetros establecidos en el
considerando 34.3 de esta providencia'  por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
035-14 según Comunicado de Prensa de 29 de enero de 2014, Magistrado Ponente Dr. Luis
Ernesto Vargas Silva.

Establece el considerando 34.3:

'34.3 Así, de acuerdo con el artículo 565, el acto administrativo que defina la participación
por efecto plusvalía deberá notificarse por correo o personalmente; y, de conformidad con el
artículo 566 del mismo orden normativo, puede efectuarse por correo electrónico, si la
persona ha aportado una dirección de esa naturaleza. Sin embargo, observa la Sala que
mientras en el Estatuto Tributario prevé el deber de los contribuyentes de aportar una



dirección para la notificación de las decisiones, esa norma no hace parte de la regulación del
efecto plusvalía. Por lo tanto, la notificación principal deberá realizarse en la dirección del
inmueble afectado por el efecto plusvalía, sin perjuicio de que la Administración municipal o
distrital correspondiente diseñe un medio idóneo y eficaz para permitirle a los administrados
aportar su dirección de correo electrónico, si lo consideran pertinente. '

Para los fines de publicidad frente a terceros, una vez en firme el acto administrativo de
liquidación del efecto plusvalía, se ordenará su inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria
de cada uno de los inmuebles. Para que puedan registrarse actos de transferencia del dominio
sobre los mismos, será requisito esencial el certificado de la administración en el cual se haga
constar que se ha pagado la participación en la plusvalía correspondiente.

PARAGRAFO. A fin de posibilitar a los ciudadanos en general y a los propietarios y poseedores
de inmuebles en particular disponer de un conocimiento más simple y transparente de las
consecuencias de las acciones urbanísticas generados del efecto plusvalía, las administraciones
distritales y municipales divulgarán el efecto plusvalía por metro cuadrado para cada una de las
zonas o subzonas geoeconómicas homogéneas beneficiarias.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 82. REVISION DE LA ESTIMACION DEL EFECTO DE PLUSVALIA.
Cualquier propietario o poseedor de un inmueble objeto de la aplicación de la participación en la
plusvalía, podrá solicitar, en ejercicio del recurso de reposición, que la administración revise el
efecto plusvalía estimado por metro cuadrado definido para la correspondiente zona o subzona
en la cual se encuentre su predio y podrá solicitar un nuevo avalúo.

Para el estudio y decisión de los recursos de reposición que hayan solicitado la revisión de la
estimación del mayor valor por metro cuadrado, la administración contará con un plazo de un (1)
mes calendario contado a partir de la fecha del último recurso de reposición interpuesto en el
cual se haya pedido dicha revisión. Los recursos de reposición que no planteen dicha revisión se
decidirán en los términos previstos en el Código Contencioso Administrativo.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 83. EXIGIBILIDAD Y COBRO DE LA PARTICIPACION. <Artículo
modificado por el artículo 181 del Decreto 19 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> La
participación en Ia plusvalía sólo le será exigible al propietario o poseedor del inmueble respecto
del cual se haya liquidado e inscrito en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria un efecto de



plusvalía, en el momento en que se presente cualquiera de las siguientes situaciones:

1. Solicitud de licencia de urbanización o construcción, según sea el caso, aplicable para el cobro
de Ia participación en Ia plusvalía generada por cualquiera de los hechos generadores de que trata
el artículo 74 de Ia Ley 388 de 1997.

2. Cambio efectivo de uso del inmueble, aplicable para el cobro de Ia participación en Ia
plusvalía generada por Ia modificación del régimen o zonificación del suelo.

3. Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble, aplicable al cobro de Ia
participación en Ia plusvalía de que tratan los numerales 1 y 3 del referido artículo 74.

4. Adquisición de títulos valores representativos de los derechos adicionales de construcción y
desarrollo, en los términos que se establece en el artículo 88 y siguientes de Ia presente Ley.

PARÁGRAFO 1. En el evento previsto en el numeral 1, el monto de Ia participación en
plusvalía para el respectivo inmueble podrá recalcularse, aplicando el efecto plusvalía liquidado
por metro cuadrado al número total de metros cuadrados adicionales objeto de Ia licencia
correspondiente.

PARÁGRAFO 2. Para Ia expedición de las licencias de construcción, así como para el
otorgamiento de los actos de transferencia del dominio, en relación con inmuebles respecto de
los cuales se haya liquidado e inscrito en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria el efecto de
plusvalía, será necesario acreditar su pago.

PARÁGRAFO 3. Si por cualquier causa no se efectúa el pago de Ia participación en las
situaciones previstas en este artículo, el cobro de Ia misma se hará exigible cuando ocurra
cualquiera de las restantes situaciones aquí previstas. En todo caso, si Ia causa es Ia no
liquidación e inscripción de Ia plusvalía, el alcalde municipal o distrital deberá adelantar el
procedimiento previsto en el artículo 81 de Ia presente ley. Responderán solidariamente el
poseedor y el propietario, cuando fuere el caso.

PARÁGRAFO 4. Los municipios podrán exonerar del cobro de Ia participación en plusvalía a
los inmuebles destinados a vivienda de interés social.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 181 del Decreto 19 de 2012, publicado en el Diario
Oficial No. 48.308 de 10 de enero de 2012.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo modificado por el Decreto 19 de 2012 declarado EXEQUIBLE 'parcialmente', por
los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-249-19 de 5 de junio
de 2019, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

- Artículo original declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado
Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 388 de 1997:

ARTÍCULO 83. La participación en la plusvalía sólo será exigible en el momento en que se
presente para el propietario o poseedor del inmueble respecto del cual se haya declarado un
efecto de plusvalía, una cualquiera de las siguientes situaciones:

1. Solicitud de licencia de urbanización o construcción, aplicable para el cobro de la
participación en la plusvalía generada por cualquiera de los hechos generadores de que trata
el artículo 74 de esta ley.

2. Cambio efectivo de uso del inmueble, aplicable para el cobro de la participación en la
plusvalía generada por la modificación del régimen o zonificación del suelo.

3. Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble, aplicable al cobro de la
participación en la plusvalía de que tratan los numerales 1 y 3 del referido artículo 74.

4. Mediante la adquisición de títulos valores representativos de los derechos adicionales de
construcción y desarrollo, en los términos que se establece en el artículo 88 y siguientes de la
presente ley.

PARAGRAFO 1o. En el evento previsto en el numeral 1, el efecto plusvalía para el
respectivo inmueble podrá recalcularse, aplicando el efecto plusvalía por metro cuadrado al
número total de metros cuadrados adicionales objeto de la licencia correspondiente.

PARAGRAFO 2o. Para la expedición de las licencias o permisos, así como para el
otorgamiento de los actos de transferencia del dominio, en relación con inmuebles sujetos a
la aplicación de la participación en la plusvalía, será necesario acreditar su pago.

PARAGRAFO 3o. Si por cualquier causa no se efectúa el pago de la participación en los
eventos previstos en este artículo, el cobro de la misma se hará exigible cuando ocurra
cualquiera de las restantes situaciones aquí previstas. En todo caso responderán
solidariamente el poseedor y el propietario, cuando fuere el caso.

PARAGRAFO 4o. Los municipios podrán exonerar del cobro de la participación en plusvalía
a los inmuebles destinados a vivienda de interés social, de conformidad con el procedimiento
que para el efecto establezca el Gobierno Nacional.

ARTICULO 84. FORMAS DE PAGO DE LA PARTICIPACION <EN LA PLUSVALIA>.
La participación en la plusvalía podrá pagarse mediante una cualquiera de las siguientes formas:

1. En dinero efectivo.

2. Transfiriendo a la entidad territorial o a una de sus entidades descentralizadas, una porción del
predio objeto de la misma, del valor equivalente a su monto. Esta forma sólo será procedente si
el propietario o poseedor llega a un acuerdo con la administración sobre la parte del predio que
será objeto de la transferencia, para lo cual la administración tendrá en cuenta el avalúo que hará
practicar por expertos contratados para tal efecto.

Las áreas transferidas se destinarán a fines urbanísticos, directamente o mediante la realización
de programas o proyectos en asociación con el mismo propietario o con otros.



3. El pago mediante la transferencia de una porción del terreno podrá canjearse por terrenos
localizados en otras zonas de área urbana, haciendo los cálculos de equivalencia de valores
correspondientes.

4. Reconociendo formalmente a la entidad territorial o a una de sus entidades descentralizadas un
valor accionario o un interés social equivalente a la participación, a fin de que la entidad pública
adelante conjuntamente con el propietario o poseedor un programa o proyecto de construcción o
urbanización determinado sobre el predio respectivo.

5. Mediante la ejecución de obras de infraestructura vial, de servicios públicos, domiciliarios,
áreas de recreación y equipamientos sociales, para la adecuación de asentamientos urbanos en
áreas de desarrollo incompleto o inadecuado, cuya inversión sea equivalente al monto de la
plusvalía, previo acuerdo con la administración municipal o distrital acerca de los términos de
ejecución y equivalencia de las obras proyectadas.

6. Mediante la adquisición anticipada de títulos valores representativos de la participación en la
plusvalía liquidada, en los términos previstos en el artículo 88 y siguientes.

En los eventos de que tratan los numerales 2 y 4 se reconocerá al propietario o poseedor un
descuento del cinco por ciento (5%) del monto liquidado. En los casos previstos en el numeral 6
se aplicará un descuento del diez por ciento (10%) del mismo.

PARAGRAFO. Las modalidades de pago de que trata este artículo podrán ser utilizadas
alternativamente o en forma combinada.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 85. DESTINACION DE LOS RECURSOS PROVENIENTES DE LA
PARTICIPACION <EN LA PLUSVALIA>. El producto de la participación en la plusvalía a
favor de los municipios y distritos se destinará a los siguientes fines:

1. Compra de predios o inmuebles para desarrollar planes o proyectos de vivienda de interés
social.

2. Construcción o mejoramiento de infraestructuras viales, de servicios públicos domiciliarios,
áreas de recreación y equipamientos sociales para la adecuación de asentamientos urbanos en
condiciones de desarrollo incompleto o inadecuado.

3. Ejecución de proyectos y obras de recreación, parques y zonas verdes y expansión y
recuperación de los centros y equipamientos que conforman la red del espacio público urbano.

4. Financiamiento de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo de interés general.

5. Actuaciones urbanísticas en macroproyectos, programas de renovación urbana u otros
proyectos que se desarrollen a través de unidades de actuación urbanística.



6. Pago de precio o indemnizaciones por acciones de adquisición voluntaria o expropiación de
inmuebles, para programas de renovación urbana.

7. Fomento de la creación cultural y al mantenimiento del patrimonio cultural del municipio o
distrito, mediante la mejora, adecuación o restauración de bienes inmuebles catalogados como
patrimonio cultural, especialmente en las zonas de la ciudades declaradas como de desarrollo
incompleto o inadecuado.

PARAGRAFO. El plan de ordenamiento o los instrumentos que lo desarrollen, definirán las
prioridades de inversión de los recursos recaudados provenientes de la participación en las
plusvalías.

PARÁGRAFO 2. <Parágrafo adicionado por el artículo 32 de la Ley 2079 de 2021. El nuevo
texto es el siguiente:> La participación en plusvalía que se ocasione en virtud de los hechos
generadores del artículo 74 de la presente ley se podrá destinar a la ejecución de obras de
infraestructura de carga general en el suelo en el que se efectuó el cambio de clasificación.

Con el objeto de garantizar su ejecución, se podrán celebrar acuerdos de pago en especie en
virtud de los cuales los propietarios o sujetos pasivos podrán celebrar contratos de fiducia en los
que las entidades territoriales serán las beneficiarias, y cuyo objeto consista en la ejecución de
obras de infraestructura vial, de servicios públicos, domiciliarios, áreas de recreación y
equipamientos sociales, entre otras obras de carga general.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 32 de la Ley 2079 de 2021, 'por medio de la cual se
dictan disposiciones en materia de vivienda y hábitat', publicada en el Diario Oficial No.
51.557 de 14 de enero de 2021.

Jurisprudencia vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-495-98, mediante
Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-495-98
del 15 de septiembre de 1998, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 86. INDEPENDENCIA RESPECTO DE OTROS GRAVAMENES. La
participación en plusvalía es independiente de otros gravámenes que se impongan a la propiedad
inmueble y específicamente de la contribución de valorización que llegue a causarse por la
realización de obras públicas, salvo cuando la administración opte por determinar el mayor valor
adquirido por los predios conforme a lo dispuesto en el artículo 87 de esta ley, caso en el cual no
podrá cobrarse contribución de valorización por las mismas obras.

PARAGRAFO. En todo caso, en la liquidación del efecto plusvalía en razón de los hechos
generadores previstos en el artículo 74 de la presente ley, no se podrán tener en cuenta los
mayores valores producidos por los mismos hechos, si en su momento éstos fueron tenidos en
cuenta para la liquidación del monto de la contribución de valorización, cuando fuere del caso.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 87. PARTICIPACION EN PLUSVALIA POR EJECUCION DE OBRAS
PUBLICAS. Cuando se ejecuten obras públicas previstas en el plan de ordenamiento territorial o
en los planes parciales o en los instrumentos que los desarrollen, y no se haya utilizado para su
financiación la contribución de valorización, las correspondientes autoridades distritales,
municipales o metropolitanas ejecutoras, podrán determinar el mayor valor adquirido por los
predios en razón de tales obras, y liquidar la participación que corresponde al respectivo
municipio, distrito o área metropolitana, conforme a las siguientes reglas:

1. El efecto de plusvalía se calculará antes, durante o después de concluidas las obras, sin que
constituya límite el costo estimado o real de la ejecución de las obras. Para este efecto, la
administración, mediante acto que no podrá producirse después de seis (6) meses de concluidas
las obras, determinará el valor promedio de la plusvalía estimada que se produjo por metro
cuadrado y definirá las exclusiones a que haya lugar, de conformidad con lo previsto en la
presente ley.

2. En todo cuanto sea pertinente, se aplicarán las disposiciones de liquidación, revisión y valor
de la participación de que trata la presente ley.

3. La participación en la plusvalía será exigible en los mismos eventos previstos en el artículo 83
de la presente ley.

4. Se aplicarán las formas de pago reguladas en el artículo 84 de la presente ley.

PARAGRAFO. Además de los municipios y distritos, las áreas metropolitanas podrán participar
en la plusvalía que generen las obras públicas que ejecuten, de acuerdo con lo que al respecto
definan los planes integrales de desarrollo metropolitano, aplicándose, en lo pertinente lo
señalado en este capítulo sobre tasas de participación, liquidación y cobro de la participación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 88. DERECHOS ADICIONALES DE CONSTRUCCION Y DESARROLLO.
Las administraciones municipales y distritales, previa autorización del concejo municipal o
distrital, a iniciativa del alcalde, podrán emitir y colocar en el mercado títulos valores
equivalentes a los derechos adicionales de construcción y desarrollo permitidos para
determinadas zonas o subzonas con características geoeconómicas homogéneas, que hayan sido
beneficiarias de las acciones urbanísticas previstas en el artículo 74 de esta ley, como un
instrumento alternativo para hacer efectiva la correspondiente participación municipal o distrital
en la plusvalía generada.



La unidad de medida de los derechos adicionales es un metro cuadrado de construcción o de
destinación a un nuevo uso, de acuerdo con el hecho generador correspondiente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 89. TITULOS DE DERECHOS ADICIONALES DE CONSTRUCCION Y
DESARROLLO. Los títulos de que trata el artículo anterior, representativos de derechos
adicionales de construcción y desarrollo, serán transables en el mercado de valores, para lo cual
se sujetarán a las normas previstas para los títulos valores, y su emisión y circulación estarán
sometidas a la vigilancia de la Superintendencia de Valores.

A efectos de darles conveniente utilización para la cancelación de derechos adicionales de
construcción y desarrollo en cualquier zona o subzona sujeta a la obligación, los títulos serán
representativos en el momento de la emisión de una cantidad de derechos adicionales, expresada
en metros cuadrados, y se establecerá una tabla de equivalencias entre cada metro cuadrado
representativo del título y la cantidad a la cual equivale en las distintas zonas o subzonas. Dicha
tabla de equivalencias deberá estar claramente incorporada en el contenido del título junto con
las demás condiciones y obligaciones que le son propias. A la unidad de equivalencia se le
denominará Derecho Adicional Básico.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.

ARTICULO 90. EXIGIBILIDAD Y PAGO DE LOS DERECHOS ADICIONALES. Los
derechos adicionales de construcción y desarrollo, en la cantidad requerida por cada predio o
inmueble, se harán exigibles en el momento del cambio efectivo o uso de la solicitud de licencia
de urbanización o construcción. En el curso del primer año, los derechos adicionales se pagarán a
su precio nominal inicial; a partir del inicio del segundo año, su precio nominal se reajustará de
acuerdo con la variación acumulada del índice de precios al consumidor. Si por cualquier razón
no se cancela el valor de los derechos adicionales en el momento de hacerse exigibles, se
causarán a cargo del propietario o poseedor intereses de mora sobre dicho valor a la tasa bancaria
vigente, sin perjuicio de su cobro por la jurisdicción coactiva.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos examinados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia Sentencia C-517-07 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Rodrigo Escobar Gil.
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